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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre diez de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2009-00116-00
Acta N° 59 de noviembre 10 de 2009
Decide la Sala la presente acción de tutela promovida por Luís Fernando Mejía Duque contra los Juzgados Segundo Civil del Circuito y Sexto Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculada Zulay Jaramillo Londoño.
ANTECEDENTES

Actuando en su propio nombre Luis Fernando Mejía Duque promovió esta acción de tutela en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, desconocido, dice, por los despachos judiciales demandados, por no haberle sido notificada la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito el primero de octubre del presente año, dictada dentro de la acción de tutela 2009-00315-00, en la que figura como uno de los accionados y porque se le dio cumplimiento a esa orden.
Narra en su escrito, en síntesis, que a la fecha no le ha sido notificado el fallo adoptado por el citado despacho judicial, negándosele el derecho a apelarlo; que se vino a dar cuenta del mismo cuando fue al Juzgado Sexto Civil Municipal el 19 de octubre y allí le informaron que la sentencia que había salido a su favor “había sido entutelada por la parte demandante” y que la juez ordenó cambiar la sentencia; que este Juzgado, sin percatarse de que la orden impuesta no estaba en firme, actuó por vía de hecho y no en derecho, al acatarla, saliendo perjudicado con tal decisión.
Agregó que no se tuvieron en cuenta algunas pruebas aportadas en el proceso ejecutivo con las que se demuestra que a él no le corresponde pagar nada, si bien sólo firmó un contrato como coarrendatario y no como arrendatario, quien se comprometió a cubrir los cánones de arrendamiento adeudados el día 10 de abril de 2008 y se hizo responsable con su firma; que se ha violado el derecho al debido proceso por parte de la Juez Segunda Civil del Circuito, porque no le notificó la decisión y le negó la oportunidad de agotar los recursos a los que tiene derecho, además de que el Juez Sexto Civil Municipal ya cumplió con el fallo de esa tutela.
Pide, entonces, que se ampare el derecho fundamental reclamado y se le ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira notificarle el contenido de la sentencia de tutela para poder hacer uso del recurso de apelación frente a la misma y que se deje sin efecto la nueva sentencia proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad, porque se obró partiendo de una providencia judicial que no estaba en firme.
Con auto del pasado 27 de octubre se dispuso darle impulso a la acción ordenando el traslado de rigor con la vinculación de Zulay Jaramillo Londoño y el decreto de pruebas, relacionadas con la obtención de copias de las actuaciones a las que se aludía en el escrito de demanda. Se pronunció la titular del juzgado con categoría de circuito precisando en qué forma se surtieron las notificaciones respectivas al aquí demandante dentro de la acción de tutela en la que figuró como accionado en la dirección denunciada en la acción y que corresponde a la misma aportada en el proceso ejecutivo donde también figuraba como demandado al que compareció sin dificultad. 

Con posterioridad se decretaron otras pruebas;  obtenidas, se procede a resolver previas estas: 

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

  



Sea lo primero decir que en la actuación del Juzgado Sexto Civil Municipal al proferir una nueva sentencia en el proceso ejecutivo en el que es demandado el señor Mejía Duque, producto de la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito en la acción de tutela que por esta vía se ataca, ninguna inconsistencia se advierte que pueda afectar los derechos del accionante, porque de conformidad con el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, el cumplimiento de los fallos de tutela es inmediato, con total independencia de que se hayan impugnado o no; es decir, que aunque a uno de los intervinientes se le hubiese dejado de notificar dicha providencia, eso no empece su acatamiento, porque la eventual irregularidad tendría un remedio distinto, ya que se originó con posterioridad a la sentencia. 

   



Ahora bien, en lo relacionado con la actuación del Juzgado Segundo Civil del Circuito, lo que se demanda es la protección del derecho fundamental al debido proceso, porque, según afirma el accionante, no se le notificó en debida forma el fallo emitido, dado que la dirección que fue suministrada por la señora Zulay Jaramillo Londoño en esa oportunidad, no corresponde a la de su residencia.

  



El problema, entonces, consiste en determinar si frente a una omisión de esa naturaleza en una acción de tutela, de haberse dado, es posible recurrir a una acción del mismo linaje para corregir la anomalía.
  



Para dilucidarlo, conviene empezar por la revisión de las pruebas recolectadas, según las cuales, ante el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad se tramita un proceso ejecutivo en el que actúan, como demandante, Zulay Jaramillo Londoño, y como demandado, Luís Fernando Mejía Duque, ya que aquella desistió de las pretensiones frente a Benjamín Londoño Ospina y Wilson Loaiza Rendón; allí se libró la orden ejecutiva pedida, se notificó al demandado en la dirección suministrada (casa 215, manzana 10, urbanización Villa Elisa de Pereira), y acudió a notificarse personalmente (f. 1 a 16, c. 2); el ejecutado pidió que se le concediera un amparo de pobreza y quien fue designado para que lo representara se pronunció sobre la demanda (f. 20 a 26, c. 2); posteriormente, el juzgado dictó sentencia en la que concluyó que la demandante equivocó sus pretensiones y se abstuvo, por tanto, de seguir adelante con la ejecución (f. 27 a 32, c. 2).
  



Frente a esa decisión Zulay Jaramillo Londoño interpuso una acción de tutela por violación del derecho al debido proceso, de cuyo trámite se le hizo saber al señor Luis Fernando Mejía Duque, en la misma dirección arriba consignada (f. 40 a 47, c. 2), mediante oficio enviado por correo, que fue efectivamente entregado, de acuerdo con la información que suministró la Empresa 4 72 – La Red Postal de Colombia (f. 78, c. 1); sobrevino la sentencia que amparó el derecho reclamado por la señora Jaramillo Londoño, y de ella nuevamente se le envió oficio al señor Mejía Duque, a igual dirección, con planilla del 1º de octubre de 2009, pero esta vez, el correo lo devolvió con la nota la causal “Desconocido”, el 5 de octubre pasado (f. 70 y 74, c. 2), constancia ésta que no reposa en el despacho judicial y, por consiguiente, como se informó en el oficio número 2196 del 9 de noviembre, debe aparecer anexa al expediente original que fue enviado ante la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



Todo parece indicar que la inconsistencia en la notificación del fallo adoptado en la acción de tutela ha sido generada más por la actitud del accionante que por la del juzgado, como quiera que aquél, desde cuando se notificó del auto que libró mandamiento ejecutivo, no replicó nunca que la dirección a la que le estaba siendo enviada la correspondencia no fuera la suya, tampoco lo hizo cuando le fue remitido el oficio con el que se le enteró de la admisión de la tutela, lo cual implicaría que se profundizara sobre la razón que hubo para la devolución por parte del correo del que lo enteraba del fallo, cuando ya en ocasiones anteriores, la entrega en esa misma dirección de las comunicaciones había surtido plenos efectos.
  



Pero, para la Sala hay un hecho distinto que impide que en las actuales condiciones se pueda dar vía libre a esta acción de tutela sobre otra acción de la misma naturaleza, y es el que tiene que ver con que ésta última aún se encuentra en trámite; precisamente, fue remitida ante la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
  



Desde esta perspectiva salta a la vista una causal de improcedibilidad, porque el demandante cuenta con un mecanismo judicial idóneo para hacer valer su derecho, que es el de acudir a esta alta corporación con el propósito de que se revise la situación aquí planteada, y de darse las circunstancias para ello, se anule la actuación surtida con posterioridad a la sentencia, restituyendo por esa vía el derecho al debido proceso que reclama.
  



Que así debe ser, surge de algunas decisiones adoptadas por la Corte Constitucional, relacionadas con la posibilidad de sanear nulidades que hayan ocurrido durante el trámite de una acción de tutela, en las que se ha hecho distinción entre actuaciones en las que ocurrida la irregularidad no se sanea en las instancias y tampoco el expediente es escogido para revisión, y en las que ocurrida la irregularidad no saneada en las instancias, el expediente ha sido seleccionado para ese fin. En el primer caso, la solución no es otra que la de acudir a una nueva acción de tutela, en procura de la protección del aludido derecho que también puede ser vulnerado por el juez constitucional. En el segundo, en cambio, la solución la ha dado la misma corporación devolviendo el expediente a la instancia que corresponda, para que allí se procure el saneamiento de la nulidad.
   



Valga señalar, por ejemplo, que en la Sentencia T-1009 de 1999, la Corte Constitucional señaló a este respecto que: 

“Teniendo en cuenta que existe una vulneración del debido proceso de un tercero que puede resultar afectado por las decisiones de tutela, por tratarse de una nulidad saneable, se pone en conocimiento del interesado tal situación, y, si no la sanea, se decreta la nulidad de todo lo actuado a partir del respectivo auto admisorio.

En principio, esta determinación de poner en conocimiento la presunta nulidad es toma dentro del expediente en donde ocurrió la omisión, para que se diga si se sanea o no la nulidad. Pero si en las instancias no se hizo y el expediente no fue escogido para revisión, entonces se puede validamente pedir mediante nueva tutela que se determine que se violó el debido proceso y por ende se dé la orden de nulidad para que se tramite la inicial tutela debidamente.”




Como en este caso aún no se tiene noticia de si esta acción de tutela ha sido o no seleccionada para revisión, no se puede anticipar la Sala a una de las dos circunstancias, que si fuera la primera, permitiría de una vez pronunciarse sobre la presunta vulneración de que ahora se queja el accionante; en cambio, de darse la segunda, no le abriría margen para ello, porque, se repite, ante la Corte queda expedita la posibilidad de que el afectado con la nulidad pueda proponerla, una vez escogida para revisión.
  



En consecuencia, como de momento, el señor Mejía Duque cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, el amparo tendrá que ser negado. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley NIEGA el amparo solicitado por Luís Fernando Mejía Duque contra los Juzgados Segundo Civil del Circuito y Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada Zulay Jaramillo Londoño.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
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